
 
Número Identificador 
SEN2018____________ 

 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES  

PANEL IV 
 

MICHAEL PIERLUISI en su 
carácter de Secretario del 

DEPARATAMENTO DE 
ASUNTOS DEL 
CONSUMIDOR 

 
MINERVA PÉREZ 

FIGUEROA 
 

Apelada 
 

v. 
 

BENITEZ GROUP, INC. 
 

Apelante 
 
 

 
 
 
 

KLAN201800770 

APELACIÓN 
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Sobre: Solicitud para 
hacer cumplir orden 
DACo núm. 
BA0008262 
 

Panel integrado por su presidenta la Jueza Coll Martí, el Juez Flores 
García y el Juez Rivera Torres. 

 
Rivera Torres, Juez Ponente 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Comparece ante este tribunal apelativo Benítez Group, Inc. (en 

adelante Benítez Group o el apelante) mediante el recurso de 

apelación de epígrafe solicitándonos la revisión de la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón (el 

TPI) el 15 de mayo de 2018, archivada en autos el 18 del mismo mes 

y año. Mediante dicha Sentencia, el TPI declaró Con Lugar la petición 

de hacer cumplir orden instada por el Departamento de Asuntos del 

Consumidor (en adelante el DACo) en interés de la Sra. Minerva Pérez 

Figueroa. 

 Por las razones que expondremos a continuación, se confirma 

la sentencia apelada. 

I.  

El 13 de febrero de 2014 la Sra. Minerva Pérez Figueroa (en 

adelante la apelada) adquirió de Benítez Group un vehículo de motor 

usado marca Hyundai modelo Accent del 2013, tablilla ICY 383, 

número de identificación o serie KMHCT4AEGDU412214. Al 
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momento de la adquisición del vehículo el precio de venta al contado 

era de dieciséis mil novecientos noventa y cinco dólares ($16,995) 

junto a otros cargos. Al día siguiente, el 14 de febrero, la apelada se 

percató que el vehículo fue reparado, ya que tenía un desperfecto en 

las puertas del lado derecho del mismo por lo que estaban 

descuadradas. Esta situación no le fue divulgada por Benítez Group 

al momento de la transacción. 

Por estos hechos, la apelada presentó una querella ante el 

DACo, la cual luego de llevar a cabo el trámite administrativo 

correspondiente, dictó una Resolución el 21 de julio de 2015 a favor 

de la misma. Concluyó el foro administrativo que Benítez Group no 

divulgó que la unidad comprada fue reparada o impactada; por lo 

que “hubo dolo en el perfeccionamiento del contrato al ignorar la 

querellante que su unidad tenía las puertas laterales derechas 

descuadradas, golpeadas en su base y que no cerraban de forma 

normal antes de la venta”.1 En virtud de las disposiciones legales 

aplicables, el Reglamento de Garantías de Vehículos de Motor y el 

Reglamento Contra Prácticas y Anuncios Engañosos el DACo 

determinó que el consentimiento prestado por la apelada para la 

compraventa del vehículo era uno nulo. En consecuencia, el DACo 

rescindió el contrato de compraventa y ordenó a Benítez Group 

reembolsar a la apelada $300 de tablilla y marbete, más 72 

mensualidades pagadas en el plazo de 30 días desde el archivo en 

autos de copia de la notificación de la referida resolución. “Una vez 

entregados los pagos la parte querellante [la apelada] entregará la 

unidad a la parte coquerellada Benítez Group LLc.”2 La querella 

presentada contra Popular Auto se desestimó.  

Inconforme con esta determinación, Benítez Group presentó 

un recurso de Revisión Judicial ante este foro apelativo. El Panel 

                                                 
1 Véase Apéndice del Recurso, pág. 16.  
2 Íd., a la pág. 18. 
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asignado al mismo emitió Sentencia el 21 de marzo de 2017 

confirmando la Resolución dictada por el DACo el 21 de julio de 

2015.3 

Una vez dicha determinación advino final, firme e inapelable, 

el 16 de enero de 2018 el DACo, en representación de la apelada, 

presentó ante el TPI el recurso intitulado Petición para hacer cumplir 

orden.  

El 8 de marzo de 2018 el TPI celebró una vista en la que 

Benítez Group alegó que el vehículo objeto del contrato fue chocado 

y el préstamo cancelado, por lo que las contraprestaciones 

ordenadas por el DACo no se podían llevar a cabo. En dicha vista el 

DACo solicitó un término de treinta (30) días para presentar su 

posición, ya que desconocía que el vehículo había sido chocado. 

Dicha solicitud fue concedida. 

El 24 de abril de 2018, el DACo presentó una Moción en 

Cumplimiento de Orden. En la misma alegó que bajo el contrato de 

compraventa entre consumidor y vendedor, el cedente del contrato 

recibió el valor de la cosa conforme lo que dispone el Artículo 1259 

del Código Civil, 21 LPRA sec. 3528, ello mediante la compensación 

que recibió el cesionario Popular Auto, LLC de la aseguradora 

MAPFRE. 

El 18 de mayo de 2018, pasado en exceso el término provisto 

en la Regla 8.4 de las de Procedimiento Civil, el TPI dio por sometida 

la moción del DACo sin la oposición de la aquí apelante y dictó la 

Sentencia impugnada. En la misma declaró Con Lugar la petición 

presentada por el DACo. Consecuentemente ordenó a Benítez Group 

que, sin dilación, procediera a cumplir con la Resolución emitida por 

el DACo mediante el pago a la apelada de cinco mil novecientos 

                                                 
3 Véase caso núm. KLRA201600006. El 21 de marzo de 2017 se declaró No Ha 
Lugar a la Reconsideración solicitada por Benítez Group.  



 
 

 
KLAN201800770 

 

4 

cincuenta y siete dólares con noventa y un centavos ($5,927.91).4 

También le impuso el pago de $300 por concepto de honorarios de 

abogado.5 

El 4 de junio de 2018 Benítez Group solicitó la 

Reconsideración de la sentencia. Alegó que ante la pérdida de la cosa 

(el vehículo) se debía celebrar una vista para determinar si la 

consumidora actuó como un buen padre de familia sobre la 

conservación a tenor con el Artículo 1047 del Código Civil, 31 LPRA 

sec. 3011. El 8 de junio de 2018 el DACo se opuso a la 

reconsideración por entender que la vista solicitada era 

impertinente. Argumentó que la cosa se perdió en manos de la 

consumidora tras el choque donde se declaró pérdida total el 

vehículo, y que el Artículo 1259 del Código Civil dispone para la 

devolución de la cosa o el valor que tenía. La referida disposición se 

cumplió mediante el pago que realizó la aseguradora (MAPFRE) al 

cesionario Popular Auto. El 11 de junio de 2018, notificada el 15 del 

mismo mes y año, el TPI declaró No Ha Lugar a la Reconsideración.  

Inconforme aun con lo resuelto, el apelante acudió ante este 

foro apelativo imputándole al foro de primera instancia la comisión 

del siguiente error: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DICTAR SENTENCIA CONTRA LA AQUÍ APELANTE, (1) 
ENMENDANDO UNA RESOLUCIÓN FINAL Y FIRME 

DEL DACO DONDE SE ORDENABA REALIZAR UNAS 
CONTRAPRESTACIONES SIN CELEBRARSE UNA 
VISTA PARA DETERMINAR SI LA SEÑORA MINERVA 
PÉREZ FIGUEROA ACTUÓ COMO BUEN PADRE DE 
FAMILIA Y (2) ORDENANDO EL PAGO DE UNAS 
CANTIDADES DE DINERO SIN EXIGIRSE LA 
ENTREGA DEL VEHÍCULO O DE DEMOSTRARSE QUE 
LA PARTE RECURRIDA ACTUÓ COMO UN BUEN 
PADRE DE FAMILIA AL CUSTODIAR EL VEHÍCULO DE 
MOTOR. 
 

 Luego de varios trámites procesales ante nuestra 

consideración, el 29 de agosto de 2018 dictamos una Resolución 

                                                 
4 Dicha cantidad es el total de las 72 mensualidades adjudicadas por DACo.  
5 Véase Apéndice del Recurso, pág. 4.  
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dando por perfeccionado el recurso de epígrafe y ordenamos al foro 

de primera instancia elevar, en calidad de préstamo, los autos 

originales. Recibidos los mismos, estamos en posición de resolver. 

II. 

A. El Departamento de Asuntos al Consumidor 

El DACo se creó con el propósito principal de proteger y 

salvaguardar los derechos del consumidor. Artículo 3 de la Ley 

Orgánica del Departamento de Asuntos del Consumidor, Ley núm. 

5 de 23 de abril de 1973, 3 LPRA sec. 341b. Por ello, a esta agencia 

le corresponde “poner en vigor, implementar y vindicar los derechos 

de los consumidores, tal como están contenidos en todas la leyes 

vigentes, a través de una estructura de adjudicación administrativa 

con plenos poderes para adjudicar las querellas que se traigan ante 

su consideración y conceder los remedios pertinentes conforme a 

derecho, disponiéndose que las facultades conferidas en este inciso 

podrá delegarlas el Secretario en aquel funcionario que él entienda 

cualificado para ejercer dichas funciones”. 3 LPRA sec. 341e (d). 

Como parte de esas prerrogativas, el Artículo 13-E de la Ley 

núm. 5, supra, 3 LPRA sec. 341e (i), le confiere al Secretario del 

DACo la facultad de: 

(i) Interponer cualesquiera remedios legales que 
fueran necesarios para hacer efectivos los propósitos de 
este capítulo y hacer que se cumplan las reglas, 

reglamentos, órdenes, resoluciones y determinaciones 
del Departamento.  
 
A esos efectos, cualquier petición para hacer cumplir 
una orden del Departamento de Asuntos del 
Consumidor, se someterá o presentará en la Sala del 
Tribunal de Justicia correspondiente a la Oficina 
Regional del Departamento donde haya llevado a cabo 
el procedimiento de querella, independientemente que 
la parte querellada (demandada) no resida en el área 
cubierta por dicha Oficina Regional.  

 

B. La pérdida de la cosa 

 El Artículo 1047 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 

3011, establece que el obligado a dar alguna cosa está también 

obligado a conservar la cosa con la diligencia propia de un buen 
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padre de familia. Si la cosa se ha perdido en poder del deudor, se 

presumirá que la pérdida ocurrió por su culpa y no por caso fortuito. 

Artículo 1137 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3192. 

De ser imposible la entrega de la cosa, el Artículo 1259, 31 LPRA 

sec. 3518, exige que, siempre que el obligado por la declaración de 

nulidad a la devolución de la cosa no pueda devolverla por haberse 

perdido, deberá restituir los frutos percibidos y el valor que tenía la 

cosa cuando se perdió, con los intereses de la misma fecha. A su vez, 

el Artículo 1059, 31 LPRA sec. 3023, impone la indemnización por 

daños y perjuicios la cual comprende no solo el valor de la pérdida 

que haya sufrido, sino también el de la ganancia que haya dejado 

de obtener el acreedor.  

C. El contrato de venta al por menor a plazos  

El contrato de venta al por menor a plazos está regulado en 

Puerto Rico por la Ley de Ventas al Por Menor a Plazos y Compañías 

de Financiamiento, Ley núm. 68 de 19 de junio de 1964, 10 LPRA 

sec. 731 et seq. La Ley núm. 68, sec. 731, define este contrato como:  

[C]ualquier acuerdo convenido en Puerto Rico para 
pagar el precio de venta al por menor a plazos de 
mercancía o servicios en el transcurso de un período 
determinado de tiempo. Además, incluye los 
certificados de mercancía y certificados de crédito, así 
como cualquier acuerdo convenido en Puerto Rico en 
virtud del cual el comprador prometa pagar a plazos 
el precio de venta diferido de mercancía o servicios, 
o cualquier parte del mismo o cualquier otro acuerdo 
convenido en Puerto Rico en virtud del cual el 

comprador prometa pagar a plazos el balance 
descubierto de su deuda con un vendedor al por 
menor y bajo los cuales los cargos a plazos se 
debitan al balance descubierto por la deuda. El 
término incluye exclusivamente acuerdos convenidos 
para pagar el precio de venta al por menor a plazos de 
mercancía o servicios donde el comprador sea un 
individuo y medie cargo por financiamiento.  [Énfasis 
Nuestro]. 

 

Esta ley, en su sección 749, establece las disposiciones que 

estarán prohibidas en los contratos de venta a plazos e incluye los 

derechos y deberes del comprador y del vendedor. Específicamente, 

respecto al vendedor, establece que ningún contrato de esta índole 
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podrá contener cláusula alguna en la cual “el comprador releve al 

vendedor de la responsabilidad que pudiera éste tener para con él 

bajo el contrato o cualquier otro documento otorgado en conexión 

con el mismo.” 10 LPRA. sec. 749 incisos (f); R & J v. D.A.Co., 164 

DPR 647 (2005). 

Una vez perfeccionado un contrato de compraventa a plazos 

de un vehículo de motor, el vendedor (dealer) le cede a una 

entidad financiera su posición frente al comprador, a cambio del 

pago inmediato del precio. Berríos v. Tito Zambrana Auto, Inc., 123 

DPR 317, 328 (1989). No obstante, por la naturaleza dinámica del 

financiamiento de consumo, ambas operaciones ocurren 

simultáneamente. Por supuesto, generalmente existe un previo 

acuerdo genérico entre vendedor y la empresa que brinda el crédito 

a través del cual esta se compromete a financiar las ventas a plazos 

que el vendedor vaya realizando en el ámbito de su actividad 

comercial. Berríos v. Tito Zambrana Auto, Inc., supra.  Este esquema-

venta a plazos y financiamiento simultáneo- ha creado una relación 

tripartita entre el comprador, el vendedor, y la compañía financiera, 

en la que la cesión del contrato de venta condicional está 

prevista desde el mismo momento en que se perfecciona la 

compraventa original. La segunda actividad, que en realidad es un 

préstamo al comprador, transforma la operación para el vendedor 

prácticamente en una venta al contado y lo que deja subsistente 

es la obligación de pago en los plazos convenidos, quedando el 

comprador deudor de la entidad financiera cesionaria. Íd. 

La finalidad propia de la cesión es la transmisión de la 

titularidad del contrato de venta condicional del cedente al 

cesionario. R & J v. DACo., supra; Berríos v. Tito Zambrana Auto, Inc, 

supra. Aunque se transmite la titularidad del crédito, el vendedor no 

queda desligado de su relación originalmente establecida con el 

comprador. R & J v. DACo., supra. Aunque el cedente haya cedido 
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el contrato de venta a plazos a la entidad financiera (cesionaria), no 

queda liberado de toda responsabilidad surgida de su relación con 

el comprador como vendedor del vehículo de motor.  R & J v. DACo., 

supra. La figura o relación descrita, creada por el legislador, 

constituye una “cesión atípica o sui géneris.” R & J v. D.A.Co., supra. 

III. 

 En el caso de autos, el señalamiento de error planteado por 

Benítez Group va dirigido a sostener la imposibilidad de cumplir con 

la orden dada por el DACo ante la pérdida del vehículo de motor en 

manos de la parte recurrida-apelada. Argumentó el apelante que, 

dado que la restitución de las debidas prestaciones no se pueden 

llevar a cabo, es necesario celebrar una vista evidenciaria para 

determinar si la Sra. Minerva Pérez Figueroa actuó como un buen 

padre de familia o en este caso como una buena madre de familia 

según dispone el Artículo 1047 de nuestro Código Civil, supra.  

En el presente caso, no hay controversia alguna en cuanto al 

hecho de que la aseguradora del vehículo (MAPFRE) cubrió el valor 

del vehículo al desembolsar el pago de $14,245.34 a favor de Popular 

Auto. Conforme a nuestro estado de derecho, cuando la apelada 

determinó comprar el vehículo a Benítez Group (el dealer) este 

recibió el valor del precio de compraventa por parte de Popular 

Auto (compañía financiera). Como señalamos, el vendedor (dealer) le 

cede a una entidad financiera su posición frente al comprador, a 

cambio del pago inmediato del precio mediante el contrato de cesión 

de créditos.  

Por otro lado, el Artículo 1259 dispone que cuando el obligado 

a la devolución de la cosa no pueda devolverla por haberse perdido, 

deberá restituir el valor que tenía la cosa cuando se perdió. Por lo 

tanto, la intervención de MAPFRE al emitir el pago del seguro por el 

valor del vehículo a favor de Popular Auto liberó a Benítez Group de 

desembolsar el valor recibido en el contrato de cesión. De esta 
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manera MAPFRE satisfizo el requerimiento de la indemnización por 

la pérdida del bien, cuantía que no fue cuestionada por el apelante 

ante el TPI. Así las cosas, el apelante no quedó liberado de su 

responsabilidad frente a la apelada por lo que le corresponde 

cumplir con la orden dictada por el DACo. Esto es, entregar a la 

apelada los $5,957.91 correspondiente a las 72 mensualidades 

pagadas y los $300 de tablilla y marbete. Además, el TPI impuso 

$300 en honorarios de abogado.  

En conclusión, no encontramos error manifiesto, pasión, 

prejuicio o parcialidad por parte del TPI que nos mueva a intervenir 

o cambiar su determinación. Así mismo, el apelante no demostró 

que existió una razón válida para incumplir con la orden emitida por 

el DACo. El error señalado por el apelante no se cometió.  

IV. 

 Por los fundamentos anteriormente expuestos, se confirma la 

Sentencia apelada. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


